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De acuerdo al artículo 1° del Decreto 13 de 2001, cuando no haya lugar a emitir el bono pensional en las condiciones del artículo 115 de la Ley 100 de 1993, la entidad encargada del pago de la pensión puede solicitar al Instituto de Seguros Sociales la correspondiente cuota parte

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dieciséis de diciembre de dos mil nueve
Acta número 0075 del 16 de diciembre de 2009
Siendo las dos y treinta minutos de la tarde de esta fecha, se declara abierta la vista pública dentro de la que ha de resolverse la apelación de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral de este Circuito el 23 de abril anterior, en el proceso que María Margoth Hernández Gallego en su propio nombre y en el de sus menores hijas Noralba, Nathalia y Estefany Castro Hernández inició contra Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Santander S.A.
El proyecto presentado por el ponente, discutido y aprobado por los demás miembros de la Sala, conforme consta en el acta arriba referenciada, reseña estos

ANTECEDENTES

Solicita la demandante a través de esta acción y por intermedio de abogada, que se condene a la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Santander S.A. al reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes a que tienen derecho ella y sus hijas menores, por el fallecimiento de su compañero y padre José Humberto Castro Gaviria, a partir del 26 de junio de 2005, con sus correspondientes intereses moratorios, lo que resulte probado en virtud de las facultades extra y ultra petita y costas procesales.

Para fundamentar sus peticiones cuenta que contrajo matrimonio con el señor José Humberto Castro Gaviria el 9 de enero de 1980; dentro de dicha unión se procrearon las menores Noralba, Nathalia y Estefany Castro Hernández; el 26 de junio de 2005 falleció el señor Castro Gaviria, quien nació el 27 de septiembre de 1954; afirma que según las planillas de liquidación de aportes del causante, éste cotizó al sistema durante su vida laboral 395,13 semanas, además acredita el requisito de fidelidad, pues las semanas de cotización requeridas para ello ascienden a 316,4 semanas.

La demanda fue admitida por auto del 16 de febrero de 2007, fl. 24, donde se ordenó correrla en traslado a la accionada, la cual, a través de apoderado al efecto constituido, dio respuesta al libelo, fls. 32-40. Tras aceptar algunos hechos de la demanda se opuso a sus pretensiones, alegando que no se acreditó la densidad de semanas exigidas por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003. Excepcionó: Genérica, Prescripción y Falta total de los requisitos exigidos por la ley de seguridad social. En escrito aparte, fl. 41, llamó en garantía a la sociedad Seguros Bolívar S.A., Entidad que contestó a folio 77, pronunciándose respecto a los hechos de la demanda, aceptando los del llamamiento en garantía, oponiéndose a las pretensiones de la demanda y afirmando, frente al llamamiento, que solo está obligado a responder en los términos y bajo las condiciones del contrato de seguro contenido en la póliza N° 5030-000001104; propuso como excepciones Inexistencia de la obligación de reconocer pensión de sobrevivientes a los demandantes, ya que el afiliado José Humberto Castro Gaviria no cumplió con los requisitos legales regulados en la ley, Inexistencia de amparo por incumplimiento de la condición 1ª, numeral 2°, y condición 3ª numeral 56° de las condiciones generales de la póliza, Limites de cobertura contemplados en la póliza de seguro invalidez y sobrevivientes N° 5030-000001104, Cobro de lo no debido e Innominada.
Llegadas fecha y hora para la realización de la audiencia prevista en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, fl.  100, falló el intento conciliatorio por la falta de tal ánimo en la demandada; luego de agotar otras etapas, se constituyó el despacho en primera audiencia de trámite en donde ordenó la apertura del proceso a prueba disponiendo tener como tales las que interesaron a las partes y decretando las solicitadas.  

Instruido en lo posible el debate se convocó para audiencia de juzgamiento que tuvo lugar el 23 de abril anterior, fl. 197, en la que se condenó a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Santander S.A. al reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes a favor de María Margoth Hernández Gallego quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos menores Noralba, Nathalia y Estefany Castro Hernández, a partir del 26 de junio de 2005 y con sus correspondientes intereses moratorios, al encontrar satisfechos los requisitos para acceder a la misma. Cargó las costas a la parte vencida en juicio.

En desacuerdo con el fallo, apelaron los apoderados de la llamada en garantía y de la demandada, fls. 208 y 211.  
El primero manifestó que al momento en que el causante se traslado del régimen de prima media al de ahorro individual, tenía menos de 150 semanas cotizadas al Instituto de Seguros Sociales, por lo tanto, en aplicación del artículo 115 de la Ley 100 de 1993, no hay lugar a la expedición de bono pensional, razón por la cual dichos aportes no pueden ser tenidos en cuenta a la hora de definir la fidelidad al sistema, toda vez que el fondo de pensiones no recibirá dichos dineros, lo que es necesario para financiar la pensión solicitada.

Por su parte, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Santander S.A. argumenta que los intereses moratorios se debieron reconocer desde la ejecutoria de la sentencia, no desde la fecha de causación del derecho; se queja de que los documentos que acreditan las semanas cotizadas ante el Instituto de Seguros Sociales no reúnen requisitos esenciales como la firma del funcionario responsable o de la Directora de la División de Registro y Aportes, además fueron presentadas en copias simples; por último sostiene que la falladora de primera instancia no hizo referencia alguna a la excepción de prescripción, oportunamente propuesta.
Concedido el recurso, fueron enviados a este Sede los autos y corrido a las partes el traslado de rigor, dentro del cual presentó escrito la parte demandante, se procede a resolverlo con apoyo en estas

CONSIDERACIONES

Están debidamente acreditados los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

No advierte la Sala nulidades, por lo cual no proceden medidas de saneamiento.

Se basa la queja de la llamada en garantía Seguros Bolívar S.A., en que considera que no pueden ser tenidas en cuenta las semanas cotizadas al Instituto de Seguros Sociales antes de trasladarse el causante al Régimen de Ahorro Individual, toda vez que conforme al artículo 115 de la Ley 100 de 1993 no es posible expedir bono pensional cuando el afiliado, en las condiciones descritas, no ha alcanzado a cotizar al menos 150 semanas, por lo que la AFP no recibirá dichos fondos, indispensables para la financiación de la prestación..

Pues bien, indica el artículo 115 citado:

“Artículo 115. Bonos pensionales. Los bonos pensionales constituyen aportes destinados a contribuir a la conformación del capital necesario para financiar las pensiones de los afiliados al sistema general de pensiones.

Tendrán derecho a bono pensional los afiliados que con anterioridad a su ingreso al régimen de ahorro individual con solidaridad cumplan algunos de los siguientes requisitos:

a) Que hubiesen efectuado cotizaciones al Instituto de Seguros Sociales o las cajas o fondos de previsión del sector público;

b) Que hubiesen estado vinculados al Estado o a sus entidades descentralizadas como servidores públicos;

c) Que estén vinculados mediante contrato de trabajo con empresas que tienen a su cargo el reconocimiento y pago de las pensiones, y

d) Que hubiesen estado afiliados a cajas de previsionales del sector privado que tuvieren a su cargo exclusivo el reconocimiento y pago de pensiones.

PAR.1º— Los afiliados de que trata el literal a) del presente artículo que al momento del traslado hubiesen cotizado menos de ciento cincuenta (150) semanas no tendrán derecho a bono. …” (Subrayado nuestro)
No obstante lo anterior, el artículo 1° del Decreto 13 de 2001, reglamentario del artículo 115 tantas veces enunciado, indica:

“Artículo 1º Derecho a bono pensional. Tiene derecho a bono pensional:

a) De conformidad con el artículo 115 de la Ley 100 de 1993, las personas que cumplan los requisitos previstos en dicha norma y se trasladen al régimen de ahorro individual, y

b) De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 128 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 1º del Decreto-Ley 1314 de 1994, los servidores públicos que a partir de la entrada en vigencia del sistema general de pensiones, se trasladen al régimen de prima media con prestación definida administrado por el Instituto de Seguros Sociales.

En los casos en que de acuerdo con la ley no corresponda emitir bonos pensionales, la entidad que haya reconocido o que reconozca la pensión, tendrá derecho a obtener el pago de la cuota parte correspondiente a los tiempos de servicio prestados o cotizados a otras entidades que se hayan tomado en cuenta para el reconocimiento de la pensión, de conformidad con las normas aplicables y con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4º de la Ley 490 de 1998.” (Subrayado nuestro)

Visto lo precedente, no son de recibo los argumentos esgrimidos por la llamada en garantía, toda vez que la AFP Santander S.A. tiene la posibilidad de obtener el correspondiente pago de la cuota parte del Instituto de Seguros Sociales conforme a la norma transcrita.
Respecto al recurso interpuesto por la AFP Santander S.A., como primera medida se le hace ver al quejoso que la a quo si se pronunció en la sentencia sobre la excepción de prescripción, lo cual hizo a folio 203, enunciando que la misma no prosperaría, decisión que avala esta Colegiatura, pues al haber fallecido el señor Castro Gaviria el 26 de junio de 2005, fl. 20, y constatándose por medio del documento de folio 6 que la reclamación pensional fue realizada por lo menos en el año 2006, no habían transcurrido los 3 años requeridos para que se configurase el fenómeno prescriptivo.

En cuanto a la validez de los documentos donde se certifican las cotizaciones realizadas al Instituto de Seguros Sociales, los mismos fueron aportados por dicha Entidad ante solicitud del Despacho de primera instancia, en ellos consta que su destino es oficial y que son válidos para prestaciones económicas, además fueron puestos en conocimiento de las partes el 21 de febrero de 2008, fl. 142, sin que el recurrente expresara objeción alguna por su forma o contenido, por lo que no puede en esta Instancia venir a desconocerlos.

Refiriéndonos a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, ellos proceden desde la causación del derecho, más en este caso en el que sin razones legitimas la demandada negó la pensión a la demandante, sin embargo, se debe tener en cuenta que conforme al artículo 1° de la Ley 717 de 2001, las administradoras de pensiones cuentan, entratándose de pensiones de sobrevivientes, con un término de 2 meses para el reconocimiento de la prestación, contados a partir de la radicación de la respectiva solicitud.

Revisando en su integridad el expediente, no se encuentra en el mismo prueba que permita definir la fecha en la cual se presentó la solicitud pensional, razón por la cual el término antes anotado, se contara a partir del 30 de agosto de 2005, calenda en la cual, conforme al documento de folio 44, la demandada solicitó la liquidación del bono pensional al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, entendiéndose que ya se había realizado la solicitud por parte de la demandante; por lo tanto, los intereses moratorios de los que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, se concederán desde el 30 de octubre de 2005.
Visto lo anterior, se impone la confirmación de la sentencia de primera instancia, con la modificación anotada respecto a los intereses moratorios.

Costas en esta sede no se causaron.
Por lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia objeto de revisión, MODIFICANDO el numeral tercero, en el sentido de condenar a la demandada al pago de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, a partir del 30 de octubre de 2005.

Costas en esta instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados.

Para constancia es suscrita la presente acta.

Los  Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En vacaciones
JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ
Secretario Ad - Hoc
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